STC 196/1997 SOBRE PROPIEDAD INTELECTUAL

DOCTRINA DEL TC: STC 196/1997


El fundamento jurídico 6º de la Sentencia analizó la naturaleza y caracteres de las Entidades de Gestión de los derechos de autor

El objeto del recurso se centró (fundamentos jurídicos 7º y siguientes) en una controversia competencial en materia de propiedad intelectual: Precisamente Generalitat y el Gobierno Vasco cuestionaban la atribución en exclusiva al Ministerio de Cultura del ejercicio de funciones típicas y esencialmente ejecutivas, cuales son las relativas a las facultades de autorización de las entidades de gestión (art. 132), de revocación de dicha autorizaciones (art. 134), así como de vigilancia, inspección y control sobre las mismas (art.144). También se discutía la atribución al Estado de la resolución de los conflictos que puedan plantearse mediante la instauración de un sistema arbitral.

El TC encuadró competencialmente la materia de propiedad intelectual de la siguiente manera: la competencia en materia de propiedad intelectual se halla distribuida entre el Estado (legislación ex art. 149.1.9 CE) y las CCAA (ejecución de la legislación estatal ex art. 12.4 EAPV). La Sentencia, sin embargo, no entendió aplicable ni la competencia exclusiva de las CCAA sobre asociaciones ni sobre cooperativas, ni la competencia estatal ex art. 149.1.13 CE.

Como resumen de la doctrina expuesta por el TC se pueden señalar los siguientes puntos: 
· Confirma la constitucionalidad de que sea el Estado (Ministerio de Cultura) quien otorgue las autorizaciones de las entidades de gestión, así como su decida sobre su revocación. Para justificar esta atribución se ampara en una novedosa naturaleza normativa de ciertos actos de ejecución, según el ámbito de discrecionalidad que conlleve por parte de la Administración; y el alcance supraautonómico de la actuación de las entidades de gestión. Los dos votos particulares (en especial el de Carles Viver) muestran su discrepancia con este planteamiento: consideran a dichos actos como de ejecución, por lo que correspondería a las CCAA su realización. 
· La intervención, sin embargo, de la actuación de las entidades de gestión queda en manos de las CCAA, a excepción de la aprobación de las modificaciones de los Estatutos de las EEGG, que atribuye al Estado. 
· La función arbitral se atribuye al Estado al amparo de los títulos sobre legislación procesal (149.1.6 CE) y Administración de Justicia (149.1.5 CE)
